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COMITÉ INTERNACIONAL POR LA LIBERTAD DE LOS CINCO CUBANOS PRESOS EN LOS ESTADOS UNIDOS
DERECHOS VIOLADOS EN EL CASO DE ANTONIO GUERRERO, FERNANDO GONZÁLEZ, GERARDO HERNÁNDEZ, RAMÓN LABAÑINO Y RENÉ GONZÁLEZ
DERECHO A UN JUICIO JUSTO.-
Ubicar la sede del juicio en Miami, Florida, violó los derechos fundamentales y constitucionales de los acusados a ser juzgados en un ambiente libre de parcialidades y prejuicios en su contra. En Miami residen más de 600 000 exiliados cubanos que tienen una mentalidad de “estado de guerra” contra el Gobierno cubano. Incluso el Gobierno de los Estados Unidos, en una moción previa al juicio en otro caso un año después, sostuvo ante el Tribunal que era “prácticamente imposible” celebrar en Miami un juicio en un caso en que se mencionaran cuestiones relacionadas con Cuba. No obstante, y pese a las contundentes pruebas existentes, el Tribunal ordenó que se celebrara el juicio  en Miami. El consiguiente veredicto del jurado, que declaró culpables a los acusados en virtud de un total de 26 cargos, estaba predeterminado.
El 9 de agosto de 2005, el Onceno Circuito del Tribunal de Apelaciones emitió su opinión sobre el caso de Antonio Guerrero, Fernando González, Gerardo Hernández, Ramón Labañino y René González, en la cual resolvió revocar las condenas de los acusados y ordenar un nuevo juicio.

Desde el primer párrafo de su opinión, el Tribunal afirma estar de acuerdo con el hecho de que los prejuicios generalizados de la comunidad contra Cuba y su Gobierno y la publicidad, antes y durante del juicio, contribuyeron a crear una situación en la que los Cinco no podían obtener un juicio justo e imparcial. Asimismo, el Tribunal reconoció el derecho de los Cinco a un juicio imparcial en un entorno no coercitivo, así como a un juicio justo, tal como se prevé en la Constitución de los Estados Unidos.
Los abogados de la defensa presentaron ante el Tribunal de Miami las mociones, en las cuales pedían un cambio de sede antes del comienzo del juicio hasta un año después de finalizado, y todas fueron rechazados por el Tribunal.

Las mociones fueron presentadas en enero de 2000, septiembre de 2000, febrero de 2001, marzo de 2001, julio de 2001, agosto de 2001 y noviembre de 2002. En las últimas tres mociones se pedía un nuevo juicio.
El Tribunal afirmó en su opinión que “las pruebas presentadas (ante el Tribunal de Miami( en apoyo de las mociones a favor de un cambio de sede eran sólidas”.
Respecto de la moción de noviembre de 2002 presentada por la Defensa, en la que se pedía un nuevo juicio, el Tribunal señala que “las pruebas son de tal naturaleza que un nuevo juicio razonablemente produciría un nuevo resultado”, y que, al denegarlas, el Tribunal de Miami no tuvo en cuenta el aspecto de los  “intereses de la justicia”.
El Tribunal de Apelaciones concluye que “el voir dire (proceso de selección del jurado) puso de relieve que la comunidad tenía conciencia de este caso y también del de Elián González” y, en estas circunstancias, “no había manera razonable de garantizar un juicio justo recurriendo a un aplazamiento del voir dire; por consiguiente, había que proceder a un cambio de sede”.
Los jueces potenciales no estaban ajenos al clima que reinaba en la comunidad y sus respuestas reflejaron, a todas luces, sus prejuicios y puntos de vista contra Cuba y su Gobierno, así como el temor con respecto a su seguridad personal, si en este caso dictaban un veredicto que declarara culpables a los acusados.
De acuerdo con el Tribunal de Apelaciones, “en este caso se requería un nuevo juicio debido a la tormenta perfecta creada cuando la ola de intensos sentimientos de la comunidad y la amplia publicidad, antes del juicio y durante éste, se combinaron con las referencias inapropiadas de la Fiscalía”. 
El 27 de mayo de 2005, el Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria, de las Naciones Unidas, emitió la Opinión 19/2005, relativa a Gerardo Hernández, Ramón Labañino, Antonio Guerrero Rodríguez, Fernando González y René González, en la cual señaló: 

El Grupo de Trabajo observa que a partir de los 
hechos y las 
circunstancias en  que se celebró el juicio y de la naturaleza 
de los cargos y de las severas sentencias 
dadas a los acusados,  se infiere que el 
juicio no tuvo lugar en el clima de 
objetividad e imparcialidad que se requiere para concluir que cumple con las 
normas de un juicio justo, como se 
define en el Artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, del cual los Estados Unidos son parte. 

DERECHO DE ACCESO A LAS PRUEBAS.-

El proceso de descubrimiento de evidencias previo al juicio y el tratamiento de las pruebas durante éste estuvo viciado desde el punto de vista constitucional. Tras ocupar más de 20000 páginas de documentos (ninguno clasificado) a través de todo el proceso mencionado, todos los cuales eran documentos de los acusados, el Gobierno asignó a todas y cada una de las páginas la clasificación de “Muy Secreto”, como si se tratara de documentos secretos del Gobierno, y luego invocó las disposiciones de la Ley de Procedimiento para Información Clasificada (CIPA, por sus siglas en inglés) , en virtud de la cual se autorizaba al  Gobierno a restringir el acceso de la Defensa a sus propios documentos y controlar las pruebas disponibles en el juicio. 
El 27 de mayo de 2005, el Grupo de Trabajo de las Naciones Unidas sobre la Detención Arbitraria emitió la Opinión 19/2005, relativa a Gerardo Hernández, Ramón Labañino, Antonio Guerrero Rodríguez, Fernando González y René González, en la cual señaló:

“b) Como  al caso se le asignó la clasificación de seguridad nacional, se vio afectado el acceso por parte de los detenidos a los documentos que contenían las pruebas.  El Gobierno no ha refutado el hecho de que los abogados de la defensa tuvieron un acceso muy limitado a las pruebas debido a esta clasificación, lo que afectó negativamente su capacidad para presentar pruebas contrarias. Esta aplicación particular de las disposiciones legales de la Ley de Procedimiento para Información Clasificada, como se hizo en este caso y  como revela la información que se puso a disposición del Grupo de Trabajo, también ha socavado el equilibrio equitativo entre la acusación y la defensa.

Al invocar las disposiciones altamente controvertidas y secretas 
de la Ley de Procedimientos para Información Clasificada, la acusación logró controlar las pruebas que el jurado tenía autorización de ver negando el acceso de la defensa a los materiales que la acusación había reunido durante su investigación, los cuales en su mayoría se les había ocupado a los acusados tras su detención.
DERECHO A UNA DEFENSA ADECUADA.-
 

Tras ser condenados, Gerardo Hernández, Ramón Labañino, Antonio Guerrero Rodríguez, Fernando González y René González fueron separados en prisiones de máxima seguridad (algunas de las peores de los Estados Unidos), cada una a varias millas de distancia de las otras, donde permanecen hoy.

 

En tres ocasiones Gerardo Hernández, Ramón Labañino, Antonio Guerrero Rodríguez, Fernando González y René González han sido confinados a celdas especiales, conocidas como “el hueco”, destinadas a prisioneros con graves problemas disciplinarios, a pesar de que todos ellos se han venido comportando de una manera ejemplar.

 

- En septiembre de 1998, tras ser detenidos, fueron arrojados inmediatamente a celdas de confinamiento solitario, donde permanecieron durante 17 meses. Eso sucedió antes del juicio.

 

Al respecto, el Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria, de las Naciones Unidas, observó: 

 

“a) Tras ser detenidos,… los mantuvieron en confinamiento solitario durante 17 meses, y durante ese tiempo se redujeron las comunicaciones con sus abogados y el acceso a las pruebas y, por consiguiente, a una defensa adecuada [.]”

 

- En agosto de 2001, antes de las audiencias condenatorias del juicio, fueron enviados nuevamente a “el hueco” durante 48 días.

 

- Del 28 de febrero al 31 de marzo de 2003, el Departamento de Justicia de los Estados Unidos decidió mantenerlos en confinamiento solitario alegando motivos de “seguridad nacional”. De nuevo fueron enviados a “el hueco”, impidiendo así que tuvieran contacto con el mundo. Sus comunicaciones con los abogados fueron canceladas. Se les prohibieron las visitas, incluidas las consulares; no se les permitió recibir correspondencia, ni utilizar el teléfono, y ni tan siquiera comunicarse con sus familiares. Esta medida fue adoptada por el Gobierno de los Estados Unidos en una etapa crucial del proceso legal, cuando los contactos entre el abogado y el cliente son imprescindibles y los abogados centraban su atención en la preparación de las declaraciones para las apelaciones.
 
 
 
DERECHO A UN TRATO HUMANO.-
 
Condiciones carcelarias.   Entre el momento de la detención y el juicio, los Cinco siguieron detenidos sin derecho a fianza durante 33 meses, además de permanecer también durante 17 meses en celdas de confinamiento solitario. Se les impidió todo contacto con sus familiares e hijos pequeños, y ni siquiera podían comunicarse entre sí. 

 

- En agosto de 2001, antes de las audiencias condenatorias del juicio, fueron enviados nuevamente a “el hueco” durante 48 días.

 

Justo cuando sus casos estaban a punto de estar listos para la apelación en marzo de 2003, de manera sumaria los Cinco fueron enviados una vez más a celdas de castigo en aislamiento “por órdenes de Washington”,  según dijeron los administradores de las penitenciarías locales, quienes se quedaron perplejos con esta directiva porque los Cinco se habían comportado de un modo ejemplar.

 

En esos momentos,  el Departamento de Justicia de los Estados Unidos decidió mantenerlos en confinamiento solitario alegando motivos de “seguridad nacional”. Las autoridades estadounidenses les impusieron las llamadas “Medidas Administrativas Especiales” (S.A.M., por sus siglas en inglés), previstas en virtud de los reglamentos federales de 1996 cuando existe la sospecha de que las comunicaciones de los reclusos de prisiones federales podrían poner en peligro la seguridad nacional o conducir a actos de violencia o terrorismo.

 

De nuevo fueron enviados a “el hueco”, impidiendo así que tuvieran contacto con el mundo. Sus comunicaciones con los abogados fueron canceladas. Se les prohibieron las visitas, incluidas las consulares; no se les permitió recibir correspondencia, ni utilizar el teléfono, y ni tan siquiera comunicarse con sus familiares. Esta medida fue adoptada por el Gobierno de los Estados Unidos en una etapa crucial del proceso legal, cuando los contactos entre el abogado y el cliente son imprescindibles y los abogados centraban su atención en la preparación de las declaraciones para las apelaciones.

 

Las “Medidas Administrativas Especiales” fueron enmendadas en virtud de la Ley Patriótica de 2001, que extiende el período de tiempo en que se pueden imponer esas medidas desde 120 días hasta un año, y modifica las normas para aprobar las prórrogas. Como resultado de dicha enmienda, las “Medidas Administrativas Especiales” podrían aplicarse de nuevo a los Cinco en cualquier momento en el futuro. 

 

 
 
DERECHO A VISITAS DE LA FAMILIA.-
 
Negativa a permitir la vista de la esposa e hijos de dos de los Cinco.
 

Los Cinco han permanecido encarcelados durante más de 9 años. Durante ese tiempo, a Adriana, la esposa de Gerardo Hernández, no se le ha otorgado la visa para poder visitar a su esposo. Tampoco se ha permitido a Olga, la esposa de René González, visitarlo. 

 

Con respecto al resto de los familiares, el Gobierno de los Estados Unidos ha seguido demorando innecesariamente el otorgamiento de los permisos de entrada. Eso significa que el promedio de visas otorgadas por miembro de la familia (incluidos madres, padres, esposas e hijos) apenas es una al año por miembro de la familia.

 

Por consiguiente, en la mayoría de los casos, los familiares han podido visitarlos sólo una vez al año como promedio, aun cuando, de conformidad con los acuerdos de visitas de las prisiones respectivas, las visitas podrían haberse realizado con más frecuencia de haberse otorgado la visa.

 

Amnistía Internacional ha condenado esos actos como violaciones del derecho internacional. En carta dirigida al Departamento de Estado de los Estados Unidos, Amnistía Internacional declaró: “Esa denegación de las visitas familiares a prisioneros convictos representa, en cualquier caso, una privación sustancial.   Esto constituye una preocupación aún más urgente en estos casos dadas las graves cuestiones planteadas acerca de la imparcialidad de las condenas” y añadió: “esta medida es innecesariamente punitiva y violatoria de las normas para el trato humano de los prisioneros y de la obligación de los Estados de proteger la vida familiar”.

 

Además, constituyen violaciones de los derechos más fundamentales consagrados en la Constitución de los Estados Unidos, que prohíbe que el Gobierno adopte cualquier medida que impida mantener a la familia intacta. 
